
C.A. de Santiago

Santiago, catorce  de julio de dos mil veintiuno.

A los escritos 9, 10, 12 y 13, a todo, t ngase presente.é

Vistos  y teniendo presente :

Primero :  Que comparece  do a  Mar a  Isabel  Rojas  Uretañ í  

quien  interpone  recurso  de  protecci n  en  contra  de  la  Ilustreó  

Municipalidad de Independencia con motivo del acto que considera 

ilegal y arbitrario consistente en haber dictado el Decreto Alcaldicio 

N 95/2021 de 13 de enero de 2021 mediante el cual se orden  el° ó  

retiro del quiosco, patrimonio familiar de hace m s de 30 a os; loá ñ  

que, a su juicio, vulnera las garant as Constitucionales establecidasí  

en el art culo 19 N 3, 21, 22 y 24 de la Constituci n Pol tica de laí ° ó í  

Rep blica.ú

Explica  que  el  referido  quiosco,  que  es  el  sustento  de  su 

familia,  se encuentra con su patente al  d a Rol N  104074 paraí °  

realizar  la  actividad  econ mica  de  venta  de  diarios,  revistas  yó  

confites y se encuentra emplazado en Bien Nacional de uso p blicoú  

ubicado en calle Enrique Soro frente al N 1010 en la Comuna de°  

Independencia.

Hace  presente  que,  a  ra z  de  la  crisis  sanitaria  y  lasí  

restricciones impuestas por la autoridad como cuarentenas, toques 

de queda y cierres obligatorios, sumado a su mal estado de salud 

que la  ha  aquejado  el  ltimo tiempo,  no ha podido mantenerloú  

cerrado.

Se ala  que,  el  14  de  enero  pasado,  se  dio  cuenta  que  elñ  

quiosco estaba totalmente destruido al igual que los bienes muebles 

que lo guarnec an, lo que ocurri  como consecuencia del decretoí ó  

alcaldicio impugnado, el que orden  el retiro del mismo, a ra z deó í  
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que  los  vecinos  del  sector  habr an  denunciado  que  estabaí  

abandonado.

Cuestiona que dicho procedimiento se llev  a cabo sin revocaró  

su permiso vigente y sin haberla notificado de alguna resoluci n,ó  

sanci n o multa, destacando que el 27 de enero incluso se recibi  suó ó  

pago de derechos para el primer semestre del a o en curso.ñ

Estima que dicho actuar municipal es arbitrario e ilegal y así 

se  lo  manifest  al  Alcalde  del  municipio  recurrido  don  Gonzaloó  

Dur n Baronti, quien reconociendo el error, le ofreci  la suma deá ó  

$500.000 como compensaci n, suma que resulta inferior al 7% deló  

valor  del  quiosco  destruido  y  que  se  adquiri  y  administr  conó ó  

mucho esfuerzo familiar. 

Finaliza  solicitando  se  acoja  su  recurso,  reestableciendo  el 

imperio del derecho ordenando el restablecimiento del quiosco en 

las mismas condiciones que se encontraba antes de su retiro, en la 

calle Enrique Soro frente al N 1010, Independencia, todo ello con°  

expresa condena en costas.

Segundo:  Que,  evacuando  el  informe,  la  Ilustre 

Municipalidad de Independencia solicita el rechazo del recurso de 

acuerdo a los siguientes antecedentes:

Explica  que  la  recurrente  efectivamente  cuenta  con  una 

patente comercial con giro de Diarios, Revistas y Confites , bajo el“ ”  

N  104.074, vigente hasta el primer semestre del a o en curso. La° ñ  

cual pag  con posterioridad al retiro de la estructura.ó

Reconoce que el  quiosco fue retirado por disponerlo as  elí  

Decreto Alcaldicio Exento N 95 de fecha 13 de enero de 2021 por°  

estar en estado de abandono, lo que gener  reclamos por parte deó  
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los vecinos del sector debido a malos olores e incivilidades de los 

transe ntes.ú

Agrega que, producto de lo anterior y luego de una serie de 

acciones  infructuosas  para  ubicar  a  la  titular  de  la  patente,  los 

inspectores  municipales  emitieron  un  informe  con  fecha  20  de 

octubre de 2020 se alando que la propietaria era do a Mar a Isabelñ ñ í  

Rojas del Carmen Ureta, a quien no fue posible ubicar a pesar de 

que se investig  su direcci n particular, por lo que no fue posibleó ó  

notificar a persona alguna y se solicit  el retiro del quiosco.ó

Se ala que el retiro ya referido fue dictado en el marco de lañ  

facultades entregadas por la ley a la autoridad municipal, toda vez 

que  el  art culo  5  de  la  Ley  Org nica  Constitucional  deí º á  

Municipalidades se ala que ñ “Para el cumplimiento de sus funciones  

las municipalidades tendr n las siguientes atribuciones esenciales: c)á  

Administrar  los  bienes  municipales  y  nacionales  de  uso  p blico,ú  

incluido su subsuelo, existentes en la comuna, salvo que, en atenci nó  

a su naturaleza o fines y de conformidad a la ley, la administraci nó  

de estos ltimos corresponda a otros rganos de la Administraci nú ó ó  

del  Estado .  As ,  estima  que  el  alcalde  estaba  facultado  para” í  

disponer el retiro de una estructura emplazada en un bien nacional 

de uso p blico. Decisi n que no resulta arbitraria ya que se adoptú ó ó 

en consideraci n al bienestar de la comunidad. ó

A continuaci n, cita el art culo 36 del citado cuerpo legal, queó í  

se ala,  ñ “Los  bienes  municipales  o  nacionales  de  uso  p blico,ú  

incluido su subsuelo, que administre la municipalidad, podr n será  

objeto de concesiones y permisos. Los permisos ser n esencialmenteá  

precarios y podr n ser modificados o dejados sin efecto, sin derechoá  

a indemnizaci n. Las concesiones dar n derecho al uso preferenteó á  

X
V

H
F

K
X

F
G

N
P



del bien concedido en las condiciones que fije la municipalidad. Sin  

embargo, sta podr  darles t rmino en cualquier momento, cuandoé á é  

sobrevenga  un  menoscabo  o  detrimento  grave  al  uso  com n  oú  

cuando concurran otras razones de inter s p blico. El concesionarioé ú  

tendr  derecho a indemnizaci n en caso de t rmino anticipado deá ó é  

la concesi n, salvo que ste se haya producido por incumplimientoó é  

de las obligaciones de aqu lé .”

Concluye, entonces, que ha actuado conforme a derecho y en 

virtud  de  la  normativa  aplicable,  por  lo  que  lo  se alado  por  lañ  

contraria es improcedente toda vez que no se configura una actuar 

ilegal y arbitrario por parte de la administraci n hacia la recurrente,ó  

m xime cuando el permiso fue para ejercer una actividad comercialá  

y  no  para  abandonar  la  estructura  por  meses  provocando  las 

externalidades descritas.

Tercero:  Que  el  recurso  de  protecci n  de  garant asó í  

constitucionales,  consagrado  en  el  art culo  20 de  la  Constituci ní ó  

Pol tica  de  la  Rep blica,  constituye  una  acci n  cautelar  o  deí ú ó  

emergencia,  destinada  a  amparar  el  leg timo  ejercicio  de  lasí  

garant as y derechos preexistentes, que en esa misma disposici n seí ó  

enuncian, mediante la adopci n de medidas de resguardo que seó  

deben tomar ante un acto u omisi n arbitrario o ilegal que impida,ó  

amague o moleste ese ejercicio.

Luego, es requisito indispensable de la acci n de protecci n laó ó  

existencia,  por  un  lado,  de  un  acto  u  omisi n  ilegal  -esto  es,ó  

contrario  a  la  ley  o  arbitrario  -producto  del  mero  capricho  o 

voluntad de quien incurre en el-  y que provoque algunas de laś  

situaciones que se han indicado.
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Cuarto:  Que, como claramente aparece de los antecedentes 

esgrimidos  por  ambas partes, el acto que motiva el recurso es el 

retiro  y  destrucci n  del  quiosco  propiedad  de  la  recurrente,  enó  

cumplimiento de lo dispuesto por el Decreto Alcaldicio N 95/2021°  

de 13 de enero del a o en curso. Asimismo, ha quedado claramenteñ  

establecido  que  la  decisi n  impugnada  se  adopt  sin  o r  a  laó ó í  

propietaria del referido quiosco y sin que se haya efectuado a su 

respecto  notificaci n  alguna.  Por  ltimo,  consta  que  el  referidoó ú  

inmueble de comercio contaba con su permiso de funcionamiento al 

d a,  sin  que  aquel  hubiere  sido  revocado  de  manera  previa  oí  

conjunta a la decisi n ahora impugnada, siendo incluso renovadaó  

para el primer semestre del a o en curso, mediante el pago de losñ  

derechos respectivos por parte de la recurrente. 

En consecuencia, no existe controversia respecto de los hechos 

que  originan  la  acci n  de  protecci n  ni  sus  circunstancias,ó ó  

limit ndose  la  cuesti n  debatida  a  determinar  si  la  autoridadá ó  

alcaldicia  se  encontraba  facultada  para  adoptar  la  decisi nó  

cuestionada y para proceder a su ejecuci n, en la forma en que loó  

hizo.

Quinto:  Que, al efecto, resulta pertinente establecer que, si 

bien  el  art culo  5  de  la  Ley  Org nica  Constitucional  deí º á  

Municipalidades  se ala,  en  lo  pertinente,  que  dentro  de  lasñ  

facultades  de  las  municipalidades  est  á “Administrar  los  bienes 

municipales y nacionales de uso p blico, incluido su subsueloú … , lo”  

cierto es que aquella facultad no es absoluta y si la administraci nó  

del  bien  nacional  de  uso  p blico  implica  necesariamente  laú  

transgresi n  de  derechos  leg timamente  adquiridos  por  terceros,ó í  

como ocurre en el caso de autos, el municipio no puede disponer de 
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un  bien  de  propiedad  ajena,  sin  al  menos  haber  emplazado 

v lidamente  a  su  propietario  para  que  exponga  lo  que  estimeá  

pertinente,  alcanzando  su  decisi n  nicamente  luego  de  haberó ú  

tramitado el procedimiento administrativo respectivo.

Sexto:  Que, por otra parte, si bien es cierto que art culo elí  

art culo  36  del  citado  cuerpo  legal,  establece  que  í “Los  bienes 

municipales o nacionales de uso p blico, incluido su subsuelo, queú  

administre  la  municipalidad,  podr n ser  objeto  de  concesiones  yá  

permisos. Los permisos ser n esencialmente precarios y podr n será á  

modificados o dejados sin efecto, sin derecho a indemnizaci nó ,”  ha 

de considerarse que dicha precariedad no afecta al derecho de la 

recurrente toda vez que el Decreto Alcaldicio impugnado se dictó 

encontr ndose vigente su patente comercial, sin que su derecho hayaá  

sido revocado por la autoridad pertinente, muy por el contrario, aun 

despu s de haber procedido al retiro y destrucci n del quiosco ené ó  

comento,  se acept  un nuevo pago de derechos por parte  de laó  

recurrente,  teniendo  sta,  pleno  derecho  a  ejercer  su  actividadé  

comercial  en  el  establecimiento  comercial  de  su  propiedad,  no 

siendo v lido que la Municipalidad recurrida haya hecho retiro yá  

destrucci n del mismo, pues al hacerlo ha transgredido, sin derechoó  

a  ello,  la  garant a  constitucional  del  art culo  19  N  24  de  laí í °  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  esto  es,  el  derecho  deó í ú  

propiedad que tiene la recurrente sobre su permiso para ejercer su 

actividad econ mica y sobre la materialidad del establecimiento enó  

que la ejerce. As  las cosas, el actuar de la municipalidad recurridaí  

resulta ilegal, al haber excedido con su actuar las facultades que le 

atribuye la ley.
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Por estas consideraciones y de conformidad, adem s, con loá  

preceptuado en los art culos 19 y 20 de la Constituci n Pol tica deí ó í  

la Rep blica y Auto Acordado sobre Tramitaci n del Recurso deú ó  

Protecci n,  ó se  acoge el recurso deducido por do a Mar a Isabelñ í  

Rojas Ureta en contra de la Ilustre Municipalidad de Independencia 

y se dispone que esta ltima deber  restablecer a la recurrente en elú á  

estado en que se encontraba antes de haber sido afectada por su 

acto  ilegal  y  arbitrario,  debiendo   en  consecuencia,  gestionar  y 

financiar la instalaci n de un establecimiento comercial tipo quioscoó  

en su ubicaci n original en el Bien Nacional de uso p blico ubicadoó ú  

en  calle  Enrique  Soro  frente  al  N 1010  en  la  Comuna  de°  

Independencia,  el  que  deber  ser  de  las  mismas  dimensiones  yá  

caracter sticas al que fue retirado y destruido previamente, conformeí  

a las fotograf as incorporadas en el informe del ente edilicio, todoí  

ello en un plazo m ximo de 30 d as, con costas.  á í

Reg strese y, oportunamente,  arch vese.í í

N°Protecc i n-1513-2021ó .  
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Pronunciado por la Novena Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Miguel Eduardo Vazquez

P., Dobra Lusic N. y Abogado Integrante Patricio Ignacio Carvajal R. Santiago, catorce de julio de dos mil

veintiuno.

En Santiago, a catorce de julio de dos mil veintiuno, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.

X
V

H
F

K
X

F
G

N
P

Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 04 de abril de 2021, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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